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INFORME No. 101/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 11.169

VENEZUELA
4 de noviembre de 2013

PRESUNTA VÍCTIMA:
Carlos Andrés Pérez 

PETICIONARIOS:
Rafael Pérez Perdomo, Alberto Sánchez y Héctor José Pérez Mora

VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo  8.1  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
19 de agosto de 1993
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 19 de agosto de 1993 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una denuncia presentada por Rafael Pérez Perdomo, Alberto Sanchez y Héctor José Pérez Mora (en adelante “los peticionarios”) a favor de Carlos Andrés Pérez (en adelante “la presunta víctima”)
, en la cual se alegó la responsabilidad internacional de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante “el Estado” o “el Estado venezolano”) por presuntas violaciones a las garantías judiciales en su contra.
2. De acuerdo con los peticionarios, el 11 de marzo de 1993 el Fiscal General de la República acusó ante la Corte Suprema de Justicia al Señor Carlos Andrés Pérez, entonces presidente de la República, y a dos de sus ex-Ministros (el Senador Alejandro Izaguirre y el Diputado Reinaldo Figueredo Planchart),  por la comisión de los delitos de malversación y peculado en el manejo de la partida de gastos de seguridad y defensa del Estado.

3. El 20 de mayo de 1993 la Corte Suprema de Justicia declaró haber mérito para su enjuiciamiento y la Cámara del Senado del Congreso autorizó su procesamiento. Los peticionarios señalan que el pronunciamiento de la Cámara se hizo precipitadamente, pues se habría dado antes de haber recibido o estudiado los recaudos que sirvieron de fundamento a la decisión de la Corte. Asimismo, señalan que en ningún momento en el curso del procedimiento de antejuicio fueron notificados los acusados de la acción propuesta por el Fiscal.  Por ello, sostuvieron que la decisión de la Corte Suprema de Justicia de 20 de mayo de 1993 constituye una violación del derecho de defensa, contemplado tanto por la legislación nacional como por las convenciones internacionales ratificadas por el Estado de Venezuela
.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. El Estado argumentó que el enjuiciamiento del Presidente de la República estaba previsto en el ordenamiento jurídico venezolano tanto en la Carta Fundamental (artículo 215 y 150) como en diversas leyes sustantivas y procesales, a saber: Ley Orgánica de la Suprema Corte Justicia (artículos 42 y 146 y siguientes), Ley Orgánica del Ministerio Público (artículo 39), Código de Enjuiciamiento Criminal (artículos 361 y siguientes) y Ley Orgánica de Salvaguardar el Patrimonio Público (artículos 58 y 60).
5. Refirió que el 11 de marzo de 1993 el Fiscal General de la República, de conformidad con el ordinal 3º del artículo 39 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, interpuso ante la  Suprema Corte de Justicia en Pleno una formal acusación de los delitos de Malversación y Peculado  contra los ciudadanos Carlos Andrés Pérez Rodríguez, quién ejercía el cargo de Presidente de la República; Alejandro Izaguirre, Senador de la República, que para entonces se desempeñaba como Ministro de Relaciones Interiores; y Reinaldo Figueredo Planchart, Diputado del Congreso, que a la fecha se desempeñaba como Ministro de la Secretaría de la Presidencia de la República.
6. Indicó que el 17 de marzo de 1993 se admitió la acusación y la solicitud de antejuicio de mérito y se ordenó recabar el expediente relacionado con los mismos hechos objeto de la acusación del Tribunal Superior de Salvaguarda del Patrimonio Público.  Y finalmente, el 20 de mayo de 1993 la Corte Suprema de Justicia consideró que había mérito para el juicio y al día siguiente la Cámara de Senadores del Congreso autorizó su procesamiento
.

III. TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. El 19 de agosto de 1993 se recibió en la CIDH la petición inicial y el 19 octubre siguiente, la Comisión comunicó a los peticionarios el inicio de la tramitación de la denuncia, quedando identificada con el número 11.169, y les solicitó la presentación de información adicional sobre los hechos denunciados.  Asimismo, trasladó al Estado la denuncia con la solicitud de que proporcionara la información que considerara oportuna dentro del plazo de 90 días.
8. El 11 de enero de 1994 el Estado solicitó una prórroga de 90 días, la cual fue concedida el mismo día. El 28 de marzo de 1994 el Estado envío copia del Informe de la Corte Suprema de Justicia en relación con la denuncia de los peticionarios.  El 31 de marzo de 1994 la Comisión acusó recibo de la nota y la trasladó con la solicitud de presentación de observaciones. 
9. El 14 de junio de 1994 los peticionarios presentaron sus observaciones a la respuesta del Estado de Venezuela.  El 16 de junio siguiente, la CIDH acusó recibo de la comunicación y  el 20 de junio de 1994 la trasladó al Estado para que dentro del plazo de 60 días adoptara las medidas que estimara convenientes para que la CIDH pudiera contar con los informes necesarios.
10. El Estado remitió información adicional en fechas 30 de junio de 1994, 19 de agosto de 1994, 27 de septiembre de 1994, 14 de febrero de 1995, 20 de marzo de 1995, 22 de septiembre de 1995, 7 de octubre de 1995, 27 de noviembre de 1995, 4 de diciembre de 1995 y 1 de marzo de 1996.  Todas las comunicaciones fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.
11. Por su parte, los representantes presentaron observaciones  en fechas 9 de diciembre 1994, 18 de enero 1995, 10 de agosto de 1995, 27 de septiembre de 1995, 26 de febrero de 1996 y 5 de agosto de 1996.  Estas observaciones fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.
12. El 11 de abril de 2006 la Comisión solicitó a los peticionarios información actualizada sobre el asunto para establecer si subsistían los motivos que dieron lugar a la petición. Asimismo, la Comisión señaló que de no recibirse dicha información dentro del plazo de dos meses, procedería a archivar el expediente conforme al artículo 48.1.b de la Convención.  Mediante comunicación del 1 de junio de 2006 los peticionarios suministraron información actualizada, que fue trasladada al Estado el 7 de junio siguiente.
13. El 20 de septiembre de 2011 la CIDH solicitó a los peticionarios información actualizada sobre el asunto para establecer si subsistían los motivos que dieron lugar a la petición. Asimismo, señaló que de no recibirse dicha información dentro del plazo de un mes, podría archivar el expediente de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y al artículo 42 de su Reglamento.

14. Mediante nota recibida en la Comisión el 7 de junio de 2013, el Estado solicitó a la Comisión archivar la petición por inactividad de los peticionarios.  El 17 de junio de 2013 la CIDH acusó recibo de la nota y trasladó a los peticionarios para que presentaran sus observaciones dentro del plazo de un mes, informándoles que, en caso de no recibir tal información, la Comisión podría archivar la petición conforme al artículo 48.1.b de la Convención y al artículo 42 del Reglamento. Hasta la fecha, la Comisión no ha recibido las observaciones de los peticionarios.
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

15. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente. Asimismo, el artículo 42.1.b. del Reglamento de la CIDH establece que, en cualquier momento del procedimiento, la Comisión Interamericana podrá archivar el expediente si no se cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre el caso.
16. En el presente trámite los peticionarios no han aportado información después de 2006, y no respondieron a la solicitud de información que formulara la CIDH el 20 de septiembre de 2011 y 17 de junio de 2013. En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Según información de público conocimiento, el señor Carlos Andrés Pérez murió en diciembre de 2010.


� Los peticionarios no presentaron información respecto del proceso que se le habría seguido al señor Carlos Andrés Pérez, con posterioridad a la emisión de la sentencia de la Corte Suprema de 20 de mayo de 1993. 


� El Estado no presentó información respecto del proceso que se le habría seguido al señor Carlos Andrés Pérez, con posterioridad la referida orden de procesamiento y la sentencia de la Corte Suprema de 20 de mayo de 1993. 
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